
Rosarios, 2013. Fotografía de Diógenes. 
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éxico atraviesa una seria crisis de seguridad y violencia, particular-

mente desde que en diciembre de 2006 el ex presidente Calderón 

anunció el inicio de una guerra en contra de las drogas. Esa declaración 

trajo consigo un despliegue sin precedentes de militares y miembros 

del sistema de seguridad pública a escala federal, estatal y municipal 

para —en palabras de aquel— enfrentar a las organizaciones crimi-

nales, recuperar la autoridad del Estado y la tranquilidad de los mexi-

canos, así como para salvar a la niñez y a la juventud de las drogas y 

las adicciones.1 

Con la llamada “estrategia de seguridad”, que ha conservado los mis-

mos métodos durante tres administraciones presidenciales, se ha bus-

cado enfrentar a esos grupos para debilitarlos o erradicarlos, al mismo 

tiempo que pretenden decapitarlos, a través del asesinato o la detención 

de sus líderes. Las organizaciones criminales, por su lado, con la fuer-

za de las armas, han defendido o disputado el control de territorios, 

para garantizar el tráfico de drogas y armas, así como emprender y 

consolidar otros negocios.

Para lograr sus propios fines, todas las partes involucradas en el en-

frentamiento han ejercido violencia sobre la población civil, lo que ha 

generado miles de víctimas de delitos atroces. En muchos de estos ca-

1 Carlos Bravo Regidor, “Una ayudadita de memoria para Felipe Calderón”, disponible en https://
redaccion.nexos.com.mx/?p=2571
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sos se han utilizado armas de fuego que in-

gresaron al país, de manera legal o ilegal, o que 

fueron producidas en México.

Las autoridades mexicanas aumentaron 

doce veces la importación de explosivos y ar-

mas de alto calibre para uso militar entre 

2015 y 2017, en comparación a las cifras del 

periodo 2002 a 2004,2 al grado de que  México 

es el país de América Latina que mayor can-

tidad de armas importa de Estados Unidos 

de América.3 

La Secretaría de la Defensa Nacional (Se-

dena) produce armamento para uso militar, 

particularmente para los soldados mexicanos, 

por ejemplo rifles con “capacidad de 750 dis-

paros por minuto y un alcance de 800 metros, 

capaces de traspasar blindajes de vehículos 

2 Stop US Arms to Mexico y CMDPDH, Graves violaciones de 
derechos humanos: El tráfico legal e ilegal de armas a México, 
agosto 2018, p. 4, disponible en http://www.cmdpdh.org/
publicaciones-pdf/cmdpdh_abusos_contra_los_derechos_
humanos-espanol.pdf

3 Ibidem, p. 11.

y chalecos antibalas.”4 A la misma institución 

le compete la importación, la distribución y 

la venta de armas de manera legal a las poli-

cías del país, así como a particulares que de-

seen poseer armamento en su domicilio para 

su seguridad y legítima defensa.5 

Para dimensionar el flujo de armas, tan sólo 

entre 2010 y 2016, la Sedena comercializó 305 

mil 198 armas, de las cuales 23.13 por ciento 

se destinaron a instancias federales, 55 por 

ciento a gobiernos estatales y 22 por ciento 

al público en general. Datos de 2017 indican 

que 16 millones 809 mil armas provenientes 

de los Estados Unidos, tanto legales como ile-

gales, están en manos de particulares en Mé-

xico y sólo el 18.5 por ciento están registradas 

4 Daniel Mata y Natalia Báez, “Tres cosas que deberíamos saber 
sobre el armamento legalmente adquirido”, disponible en 
https://www.animalpolitico.com/verdad-justicia-y-reparacion/
tres-cosas-que-deberiamos-saber-sobre-el-armamento-
legalmente-adquirido/

5 Artículo 10 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Corinna von der Groeben, Celebraciones mexicanas, 2012. Cortesía de la artista
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ante las autoridades competentes.6 Incluso 

cuando hablamos de armas legales, el país no 

cuenta con controles suficientes ni adecua-

dos para tener certeza sobre el destino y uso 

final de las mismas. Es sorprendente, por 

ejemplo, que 20 mil 066 armas vendidas a 

fuerzas federales y policías estatales de Mé-

xico se han reportado como extraviadas o ro-

badas, y que se desconozca su paradero.7 El 

70 por ciento de las armas de fuego que han 

sido encontradas y recuperadas después de ha-

berse cometido delitos provienen de los EUA, 

y tan sólo en 2011 se rastreó que 74 mil 515 de 

ellas fueron encontradas en escenas del cri-

men en México.8 

LOS CRÍMENES ATROCES COMETIDOS 
CON ARMAS DE FUEGO EN LA GUERRA 
CONTRA LAS DROGAS
Es posible afirmar que los altos niveles de vio-

lencia del país tienen estrecha relación con ese 

fácil acceso al armamento o por su uso sin 

controles oficiales. Llama la atención que los 

integrantes de las fuerzas de seguridad que 

han cometido crímenes atroces, en ocasiones 

coludidos con organizaciones criminales,9 en 

su gran mayoría no son investigados, proce-

sados ni castigados, y siguen trabajando en 

instituciones del aparato de seguridad mexi-

cano, con armas de fuego.10 Lo anterior ha pro-

vocado reiteradas críticas de diversas voces lo-

cal e internacionalmente. Por ejemplo, en 2018 

6 Daniel Mata y Natalia Báez, op. cit.
7 Stop US Arms to Mexico y CMDPDH, op. cit., p. 21.
8 Ibidem, pp. 3 y 5. 
9 FIDH et al., México: Asesinatos, desapariciones y torturas en 

Coahuila de Zaragoza constituyen crímenes de lesa humanidad. 
Comunicación de acuerdo con el artículo 15 del Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional, disponible en http://www.cmdpdh.
org/publicaciones-pdf/cmdpdh-comunicacion-coahuila.pdf

10 Stop US Arms to Mexico y CMDPDHop. cit., p. 5. 

un grupo de congresistas de los EUA, señaló: 

“el uso de las fuerzas mexicanas en la guerra 

contra las drogas ha resultado en un dramá-

tico aumento de las violaciones a los derechos 

humanos, incluidas la tortura, las desaparicio-

nes forzadas y las ejecuciones extrajudiciales”.11 

Numerosas organizaciones han documentado 

que esos delitos, perpetrados por las fuerzas de 

seguridad en el contexto de la guerra contra 

las drogas, desde 2006 a la fecha, así como los 

cometidos por las organizaciones criminales, 

constituyen crímenes de lesa humanidad.12

También puede afirmarse que las conductas 

delictivas (torturas y asesinatos, entre otros) 

de las autoridades mexicanas federales, civiles 

y militares reflejan un comportamiento si-

milar, sino es que estandarizado, lo que hace 

improbable concluir que tal número de casos 

sean incidentes aislados. A ello, se debe sumar 

que las fuerzas políticas del más alto nivel, 

incluyendo a los tres últimos presidentes de 

la República y sus gabinetes, constantemente 

vanaglorian la actuación de las fuerzas arma-

das en la lucha contra el crimen y minimizan 

los reportes y noticias de las violaciones a los 

derechos humanos. Además, los dotan de re-

cursos públicos casi ilimitados para continuar 

con la estrategia de seguridad, y las procura-

durías (ahora fiscalías) garantizan la impu-

nidad por los crímenes que hubieran cometi-

do, no sólo para los autores materiales, sino 

particularmente para los superiores jerárqui-

cos, quienes jamás han puesto un pie en un 

juzgado para rendir cuentas. 

11 Ibidem, p. 4. 
12 CMDPDH y FIDH, De la estrategia de seguridad a los crímenes de 

lesa humanidad en México (Informes presentados a la Corte Penal 
Internacional), disponible en http://cmdpdh.org/publicaciones-
pdf/cmdpdh-estrategia-de-seguridad-a-crimenes-de-lesa-
humanidad.pdf
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Por un lado, de acuerdo al tipo de violencia 

armada por la que México ha atravesado des-

de 2007 a la fecha, se ha reconocido la exis-

tencia de un conflicto armado de carácter no 

internacional o interno, al reunirse los dos 

elementos que el derecho de la guerra exige: 

primero, que existan enfrentamientos arma-

dos de intensidad suficiente entre el ejercito 

de un país y grupos armados organizados, o 

entre estos grupos entre sí y, segundo, que  

las partes que participan en esos enfrenta-

mientos tengan un nivel de organización su-

ficiente para ser considerados como grupos 

armados. Hasta diciembre de 2017 los enfren-

tamientos armados documentados fueron de 

intensidad suficiente por el número de vícti-

mas mortales, por el número de desplazados 

internos, por la destrucción de bienes, por la 

movilización y despliegue de las partes del 

conflicto en el territorio, así como por el tipo 

de armas empleadas.13 Por el otro lado, siete 

grupos armados: cartel de Juárez, cartel de 

Sinaloa, cartel Jalisco Nueva Generación, la 

Familia Michoacana, los Caballeros Templa-

rios, los Zetas y el cartel de los Beltrán Leyva  

reunieron el nivel de organización suficien-

te, pues existe una estructura de mando y de 

disciplina dentro del grupo, la posibilidad 

de reclutar miembros, la capacidad para lle-

var a cabo operaciones militares y para acce-

der a equipos militares,14 incluyendo armas 

13 Universiteit Leiden, La situación de la violencia relacionda con 
las drogas en México del 2006 al 2017: ¿es un conflicto armado 
no internacional?, p. 43, disponible en http://www.cmdpdh.org/
publicaciones-pdf/cmdpdh-la-situacion-de-la-violencia-con-las-
drogas-2006-a-2017.pdf

14 Ibidem, p. 42.

de fuego de alto calibre como las que emplean 

las fuerzas armadas.

En 2019 el ejército mexicano se enfrentó, 

al menos, a dos organizaciones delictivas: el 

cartel Jalisco Nueva Generación y el cartel de 

Sinaloa, los cuales, sin bien son grupos que 

persiguen fines económicos, también se con-

sideran grupos armados conforme al derecho 

de la guerra. Por la gravedad de los enfrenta-

mientos, se estima que México atraviesa dos 

conflictos armados simultáneos.15 En el con-

texto de un conflicto armado de carácter no 

internacional, las partes involucradas, sean del 

Estado o de los grupos armados, pueden co-

meter crímenes de guerra, tales como el ho-

micidio, la tortura y el desplazamiento forza-

do de la población civil, entre otros.16

La violencia generalizada, las violaciones a 

derechos humanos y la situación de conflicto 

armado que atraviesa México desde finales de 

2006, ha forzado a miles de personas a huir 

de su lugar de residencia y a instalarse en otro 

municipio o estado de la República. Un informe 

independiente ha contabilizado que entre ene-

ro y diciembre de 2018 se registraron 11 mil 

491 desplazamientos internos masivos y, en 

20 de los 25 episodios analizados, los despla-

zamientos fueron causados por la violencia 

generada por grupos armados organizados 

(80 por cierto del total). En 21 de los 25 episo-

dios se reportó el uso de armas de fuego o la 

presencia de personas armadas. Para diciem-

bre de 2018, la cifra de desplazados internos 

por la fuerza en México ascendía a 338 mil 405, 

15 Geneva Academy of International Humanitarian Law and Human 
Rights, “Rule of Law Non-international Armed Conflicts in 
Mexico”, disponible en http://www.rulac.org/browse/conflicts/
non-international-armed-conflict-in-mexico#collapse2accord

16 Artículo 8, apartados C y E del Estatuto de Roma.

Por la gravedad de los 
enfrentamientos, se estima que 
México atraviesa dos conflictos 
armados simultáneos.
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según una fuente no oficial.17 El gobierno fe-

deral, por su parte, ha reconocido que 1.55 mi-

llones de personas en 2018 se vieron obligadas 

a cambiar de residencia para huir de la delin-

cuencia.18 Es decir, las armas, sean de origen 

legal o ilegal, son un factor determinante que 

genera desplazamientos internos forzados en 

el territorio nacional, a niveles tan elevados 

como sucede en otros países que atraviesan 

un conflicto armado.

México sufre una epidemia de homicidios 

desde el inicio de la guerra contra las drogas. 

En un estudio sobre graves violaciones de de-

rechos humanos y tráfico de armas se señala 

que la tasa de homicidios entre 2000 y 2006 

iba a la baja, sin embargo a partir de esa fe-

cha aumentó en razón de 270 por cierto.19  

17 Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos 
Humanos, Desplazamiento interno forzado masivo en México: cifras 
2018, disponible en http://cmdpdh.org/desplazamiento-interno-
forzado-en-mexico-cifras-2018/

18 CONAPO, La violencia como causa del desplazamiento interno 
forzado. Aproximaciones a su análisis en México, p. 106, disponible 
en https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/456109/
Desplaz_2019_web_color-comp.pdf

19 Stop US Arms to Mexico y CMDPDH, op. cit., pp. 6-7. 

Entre 2006 y 2017 se han abierto 211 mil 926 

averiguaciones previas y carpetas de inves-

tigación por homicidio doloso,20 y en la actua-

lidad la mayoría son cometidos con armas de 

fuego. En 2019 del total de 31 mil 618 homici-

dios locales, el 70.6 por ciento de ellos fueron 

perpetrados con arma de fuego.21

Asimismo, se ha podido acreditar que, en 

aquellos lugares en los que los militares o ma-

rinos hacen presencia y sostienen enfrenta-

mientos armados, las tasas de homicidio incre-

mentan.22 Elementos castrenses se han visto 

involucrados en más de 4 mil combates, en los 

que han muerto miles de civiles.23 Tan sólo 

en 2019 se registraron 88 hostilidades en las 

que participaron elementos de la Sedena y de 

la Guardia Nacional, en los cuales se registró 

que 237 civiles y 19 integrantes de las fuer-

zas de seguridad murieron.24 

20 Daniel Mata y Natalia Báez, op. cit.
21 Stop US Arms to Mexico y CMDPDH,, op. cit., p. 3.
22 Ibidem, p. 19. 
23 Daniel Mata y Natalia Báez, op. cit.
24 José Alejandro Martínez Orozco, “¿Estrategia de abrazos? No, 

balazos”, disponible en https://www.animalpolitico.com/verdad-
justicia-y-reparacion/estrategia-de-abrazos-no-balazos/

Flota en el océano Pacífico, 2011. Fotografía de US Pacific Fleet. 
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En las 204 recomendaciones emitidas en-

tre 2006 y 2017 por la CNDH relacionadas con 

la política de seguridad, se identifican 270 víc-

timas de homicidios cometidos dentro del apa-

rato de seguridad del Estado en el contexto de 

la política contra el narcotráfico y en el 61 por 

ciento de las recomendaciones, los responsa-

bles fueron integrantes de las fuerzas arma-

das. En los incidentes en los que estuvieron 

involucradas soldados o marinos el 87 por 

ciento de las víctimas fueron asesinadas con 

armas de fuego.25

En 148 (72.55 por ciento) de las 204 reco-

mendaciones, se identificaron 323 incidentes 

de tortura y en 111 participaron las fuerzas 

armadas. La mayoría de las víctimas (252, lo 

que equivale al 47.8 por ciento) fueron tortu-

radas en instalaciones militares y los méto-

dos de tortura empleados fueron diversos, a 

127 personas las torturaron mediante golpes 

con armas de fuego y en 22 ocasiones lo hi-

cieron con disparos de armas. 26

LOS RESULTADOS Y EL  
CAMBIO DE LA POLÍTICA
Al poco tiempo de haber iniciado su guerra 

contra las drogas, el ex presidente Calderón 

espetó:

[…] no cederemos un solo espacio a quienes in-

tentan esclavizar a nuestra juventud con la dro-

ga. La lealtad y la eficacia de las Fuerzas Arma-

das, son una de las más poderosas armas en la 

GUERRA que libramos contra ella […] Al iniciar 

esta GUERRA frontal contra la delincuencia, se-

25 CMDPDH, Huellas imborrables: desapariciones, torturas y asesinatos 
por instituciones de seguridad pública (2006-2017), pp. 38-45, 
disponible en http://www.cmdpdh.org/publicaciones-pdf/cmdpdh-
idoc-analisis-recomendaciones-violaciones-graves-ddhh.pdf

26 Ibidem, pp. 19-38.

ñalé que ésta sería una lucha de largo aliento, 

que no sería fácil ganarla, que costaría tiempo, 

recursos económicos e incluso vidas humanas.27

Y tenía razón, la guerra ha durado más de 

trece años: le ha costado mucho dinero al país 

por el presupuesto anual que se derrocha en 

las fuerzas armadas, pero sobre todo por las 

muertes y afectaciones al proyecto de vida de 

millones de personas. Tampoco ha logrado 

tranquilidad para los mexicanos, ni para los 

países vecinos, ni mucho menos se ha recu-

perado la paz ni la autoridad del Estado en 

largas extensiones del territorio. 

Esos crímenes atroces se han cometido en 

el marco o bajo el pretexto del combate a las 

organizaciones de la delincuencia organiza-

da, incluyendo aquellas que se dedican al trá-

fico de drogas, y han llegado a esa escala de-

bido a que los responsables, tanto integrantes 

de los grupos armados como de las institu-

ciones de gobierno, tienen la certeza de que 

no serán investigados ni castigados por falta 

de voluntad o capacidad de las instituciones de 

procuración e impartición de justicia. Pero ade-

más esa violencia se debe al enorme tráfico de 

armas legales e ilegales que los propios gobier-

nos mexicanos no han querido o podido con-

trolar. Avanzar en la ruta de la paz y recupe-

rar la autoridad del Estado pasa por resolver 

tres grandes desafíos: modificar radicalmen-

te la política de drogas, erradicar la impunidad 

de los delitos que más duelen a la humanidad 

y efectivamente prohibir el uso y portación 

indebida de armas de fuego en el país. 

27 Citado por Carlos Bravo Regidor, art. cit.

Texto resultado de la colaboración con la Cátedra Nelson 
Mandela de Derechos Humanos en las Artes.
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Narco mexicano, 2011. Fotografía de júbilo haku. 




